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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor ABELARDO CAMPOS PINZÓN, en contra de la VICEFISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN y el CUERPO TÉCNICO DE INVESTIGACIÓN –CTI-, por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso administrativo y a la unidad familiar.
ANTECEDENTES:
El señor Abelardo Campos acude al presente mecanismo constitucional, al encontrarse en desacuerdo con un acto administrativo expedido por la Vicefiscal General de la Nación el 26 de abril del año avante, mediante el cual dispuso su traslado laboral al municipio de San Gil, Santander. Por lo tanto, señaló las razones que motivan su inconformidad, así: 

· Actualmente se encuentra cursando el 3º semestre de Derecho en la Universidad Autónoma de las Américas, con sede en esta ciudad, en inicio de sus exámenes finales.

· Tiene dos hijos mayores de edad que se encuentran realizando carreras de pregrado en la Universidad Tecnológica de Pereira, con créditos del ICETEX que son asumidos por él. 

· Su familia es el motor fundamental y motivación para su desempeño laboral, además, como sus hijos se encuentran estudiando, y en un proceso de reafirmación personal y profesional, por lo tanto, necesitan la asesoría y cuidados que ofrece la presencia de la figura paterna; de este modo, su traslado generaría el rompimiento de la unidad familiar. 

· Es padre cabeza de familia, pues su esposa se encuentra incapacitada para trabajar debido a una “dermatitis de contacto crónica en las manos” que padece, lo que los ha obligado a acudir a médicos externos pues hay muchos tratamientos que no cubre la EPS. 
· Su desplazamiento a San Gil, Santander, le generaría un desmejoramiento en su calidad de vida pues actualmente tiene una obligación adquirida con el banco BBVA que representa un 40% de sus ingresos salariales. 

· Como es cotizante al servicio de salud, y su familia es beneficiaria de él, con su traslado, y ante el cambio de EPS, se dejaría de prestar un servicio óptimo para su familia, la cual se vería obligada a quedarse radicada en esta ciudad, por lo que su derecho a la salud se vería afectado. 
· Actualmente se encuentra en etapa de prejubilación por condiciones de alto riesgo, y está realizando los trámites para obtener esa calidad. 

· La decisión de traslado inconsulta, intempestiva y arbitraria le genera un desmejoramiento laboral, económico, familiar y social y le genera “incógnitas” pues tiene conocimiento de servidores que solicitan reubicación laboral para mejorar sus condiciones familiares y económicas, y la Fiscalía General de la Nación requiere un trámite dispendioso para acceder a ello.   

LO QUE SOLICITA:
Con base en los hechos anteriormente relacionados, solicitó en primer lugar que se decretara una medida provisional para suspender provisionalmente los efectos de la Resolución 10272 del 26 de abril de 2017 expedido por la Vicefiscalía General de la Nación. En segundo lugar, y como pretensión principal, solicitó que se revoque la mencionada resolución que ordenó su traslado. 
TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 9 de mayo del año avante, fecha en la cual se avocó su conocimiento y se resolvió negar la medida provisional solicitada. En esa oportunidad se ordenó la notificación y traslado de las entidades accionadas, Vicefiscalía General de la Nación y el Cuerpo Técnico de Investigación –CTI- y se ordenó vincular oficiosamente a la Fiscalía General de la Nación, a las Direcciones Seccionales de Policía Judicial –CTI- de Risaralda y Santander, así como a las Subdirecciones Seccionales de Risaralda y San Gil.   
RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS Y VINCULADOS
SUBDIRECCIÓN SECCIONAL DE APOYO A LA GESTIÓN DE RISARALDA –FGN-: explicó que conforme al artículo 16 de 2014, por el cual se modifica y define la estructura orgánica y funcional de la Fiscalía General de la Nación, establece en el numeral 26 del artículo 4º, entre las funciones del Fiscal General de la Nación, la de “distribuir, trasladar y reubicar los empleos dentro de las plantas globales y flexibles de la entidad y determinar sus funciones, de acuerdo con las necesidades del servicio” 

Igualmente dijo que, el Fiscal General de la Nación mediante Resolución No. 0-191 de enero del año avante, delegó en la Vicefiscal General de la Nación la facultad de expedir los actos administrativos relacionados con traslados.    

Expuso que las Subdirecciones Seccionales de Apoyo a la Gestión sólo se encargan de notificar a los servidores los actos administrativos de traslados, pero no tienen injerencia en ellos. 

Por otra parte, señaló que la presente acción de tutela es improcedente, en la medida en que la pretensión principal es susceptible de hacerse efectiva a través de la vía ordinaria.  

FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN: en primer lugar manifestó que la presente acción de tutela es improcedente al no cumplirse con el presupuesto de subsidiariedad exigible, aunado a ello, porque no se advierte una vulneración de los derechos fundamentales del accionante. De este modo estructuró explicando dichas posturas. 
Así las cosas, argumentó que las pretensiones del accionante deben ser ventiladas ante el Juez Contencioso Administrativo por medio de la Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, al estarse cuestionando un acto administrativo de carácter particular. Tampoco resulta procedente para proceder como un mecanismo transitorio, pues no se configuran los elementos para que ello ocurra. 

Igualmente manifestó que la determinación de trasladar el empleo del tutelante, responde al ejercicio del Ius Variandi y las necesidades del servicio de la Fiscalía General de la Nación, en el marco de una planta global y flexible que caracteriza a esa entidad. 
Explicó que la facultad de trasladar o reubicar a los funcionarios por necesidades del servicio, está consagrada en la Ley 270 de 1996, así como en los Decretos Leyes 016, 018 y 021 de 2014, y fue ejercida con observancia del procedimiento establecido. 
Además, el traslado del accionante no implica una desmejora de sus condiciones laborales, ni constituye una afectación a su mínimo vital, pues éste se surtió en el mismo empleo, es decir, Técnico Investigador Grado II, lo que quiere decir que recibirá el mismo salario y prestaciones sociales que en esta ciudad.     
CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.
2. Problema jurídico: 
Le corresponde determinar a esta Colegiatura si han sido desconocidos los derechos fundamentales invocados por el accionante, con la expedición de la resolución mediante la cual la Vicefiscal General de la Nación ordenó su traslado laboral como servidor del CTI al municipio de San Gil, Santander. 

3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.
Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Procedencia de la tutela para controvertir las decisiones referentes a traslados de personal.

El numeral 1º del artículo 6 del Decreto 2591, establece como causal de improcedencia de la tutela la existencia de otros mecanismos de defensa judicial por medio de los cuales el accionante pueda buscar la protección de sus derechos, salvo que la tutela se utilice como un mecanismo transitorio para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, situación que debe ser evaluada por el Juez constitucional.
Dentro del anterior supuesto, se pueden ubicar las decisiones de un empleador, y más concretamente de la administración pública, en lo que tiene que ver con el traslado de un trabajador de una ciudad a otra, puesto que en contra de las mismas, pueden ser ejercidos otros mecanismos de control en la vía jurisdiccional, como es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. 

Sin embargo, ha dicho el Órgano de Cierre Constitucional que es posible, de manera excepcional, atacar este tipo de actos administrativos por la vía constitucional siempre y cuando con la decisión de la administración se vean vulnerados o amenazados derechos fundamentales del trabajador o su núcleo familiar. Así lo ha expuesto: 
“esta Corporación ha reconocido la procedencia excepcional de la acción de tutela como mecanismo transitorio, cuando lo que se pretende es controvertir un acto administrativo que ha dispuesto el traslado laboral de servidor público, siempre que tal acto contenga las siguientes características: “(i) sea ostensiblemente arbitrario, es decir, carezca de fundamento alguno en su expedición, (ii) fuere adoptado en forma intempestiva y (iii) afecte en forma clara, grave y directa los derechos fundamentales del actor o de su núcleo familiar”
 

El Ius Variandi y sus límites. 

El Ius Variandi es la potestad que tiene el empleador, en uso de su poder de subordinación de variar las condiciones laborales de sus empleados, en cuanto al modo, cantidad, tiempo y lugar de trabajo. 
Esta potestad no está simplemente ligada a la relación laboral entre los particulares, sino que también se da en la relación laboral existente entre una persona y una entidad de derecho público, ya que los alcances y límites de éste no se encuentran bordeados por el tipo de vinculación o la clase de empleador sino por el reconocimiento que se hace del trabajador como sujeto de derechos. 

Una de las manifestaciones más comunes del Ius Variandi, se encuentra en la orden de traslado bien sea por factor funcional o territorial. Sin embargo, debe observarse que al intervenir una entidad estatal, mediará siempre el interés general y los principios de la función pública que permiten, en ciertos casos, tomar determinaciones en forma mucho más expedita. 
En este tipo de casos se está frente a entidades con plantas de personal flexibles, lo cual permite la adopción de medidas tendientes al buen desarrollo de las funciones de un determinado cargo; en este tipo de entidades, el director dispone de una discrecionalidad más amplia al momento de valorar las circunstancias para ordenar un traslado, sin que esa potestad se confunda con arbitrariedad; en la medida en que el traslado debe atender siempre las necesidades del servicio.
No está por demás decir que el Cuerpo Técnico de Investigación –CTI- hace parte de la Fiscalía General de la Nación, de acuerdo al artículo 2º del Decreto 016 de 2014, y que esta última se encuentra dentro de aquella denominada planta de personal global y flexible, ello permite que sus funcionarios y empleados sean trasladados de un lugar a otro cuando por cuestiones del servicio así se requiera. 
Tal facultad ha sido conferida por el artículo 4º del mencionado Decreto, en el cual de forma textual atribuye al Fiscal General de la Nación la autoridad para “Distribuir, trasladar y reubicar los empleos dentro de las plantas' globales y flexibles de la entidad y determinar sus funciones, de acuerdo con las necesidades del servicio.”, dejando evidente con ello la potestad discrecional del nominador en cuanto a estos asuntos, sin embargo, dicha discrecionalidad encuentra sus límites en los derechos que como trabajadores y personas tienen los funcionarios de esa entidad. 

Sobre este tópico se ha pronunciado la H. Corte Constitucional reiterativamente, y es así como en la Sentencia T 565 de 2014, expuso: 
“De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, el ius variandi es “una de las manifestaciones del poder de subordinación que ejerce el empleador sobre sus empleados”, que se concreta en la facultad de variar o de modificar las condiciones en las que se realiza la prestación personal del servicio, es decir, las condiciones de modo, tiempo, lugar y cantidad de trabajo. 

Dentro de los aspectos susceptibles de variación a través de esta figura, está el del cambio de lugar de ejecución del contrato laboral el cual debe obedecer a razones objetivas y válidas que lo hagan ineludible o, al menos, justificable. 

En el caso de las entidades que hacen parte del sector público, en particular en aquellas que cuentan con una planta de personal global y flexible, la Corte Constitucional ha señalado que el margen de discrecionalidad con el que cuenta el empleador para ejercer la facultad del ius variandi es más amplio, en la medida en que debe privilegiarse el cumplimiento de la misión institucional que les ha sido encargada sobre los intereses particulares de los afectados, todo con miras a atender de la mejor manera las necesidades del servicio.

Así, ha indicado esta Corporación que “[l]as plantas de carácter global y flexible, facilitan movimiento de personal con miras a garantizar el cumplimiento de los fines del Estado y en virtud de ellas,  les asiste a las entidades un mayor grado de discrecionalidad para ordenar las reubicaciones territoriales de trabajadores cuando así lo demande la necesidad del servicio, lo cual no riñe en sí mismo con preceptos superiores.” 

La Fiscalía General de la Nación es, precisamente, una de las instituciones que cuenta con planta global y flexible, lo cual se traduce en que allí opera una mayor discrecionalidad para ordenar traslados territoriales. Esta facultad, se encuentra expresamente prevista en el artículo 4 del Decreto 16 de 2014, “Por el cual se modifica y define la estructura orgánica y funcional de la Fiscalía General de la Nación”, el cual establece que el Fiscal General puede “[d]istribuir, trasladar y reubicar los empleos dentro de las plantas globales y flexibles de la entidad y determinar sus funciones, de acuerdo con las necesidades del servicio”. Dicha facultad también había sido consagrada en las normas que con anterioridad regulaban la materia, específicamente en los artículos 11 de la Ley 938 de 2004  y 17 del Decreto Ley 261 de 2000. 

Sobre este particular, ha dicho esta Corporación:

“[…] en el sector público existen ciertas entidades que en razón de las funciones que les corresponde cumplir, necesitan una planta de personal global y flexible y, por lo tanto, requieren de un mayor grado de discrecionalidad en materia de traslados. Dentro de este grupo de entidades se encuentra la Fiscalía General de la Nación, la cual en ejercicio de la mencionada facultad discrecional, puede determinar la reubicación territorial de sus funcionarios y empleados, con el fin de mejorar la prestación del servicio […].” 

No obstante lo anterior, la jurisprudencia constitucional también ha establecido que la facultad de modificar las condiciones de los trabajadores, aún en este tipo de entidades, no tiene carácter absoluto, sino que ella se encuentra limitada por las disposiciones de orden superior que protegen al trabajador de manera que éste desarrolle sus funciones en condiciones dignas y justas (artículos 25 y 53 C.P.). En ese sentido, el empleador no goza “de atribuciones omnímodas que toman al trabajador como simple pieza integrante de la totalidad sino como ser humano libre, responsable y digno en quien debe cristalizarse la administración de justicia distributiva a cargo del patrono”. 

A partir de esa consideración, la Corte Constitucional ha señalado que al momento de adoptar una decisión de traslado, la entidad debe considerar los siguientes aspectos: “a) el traslado debe efectuarse a un cargo de la misma categoría y con funciones afines; b) para la concesión o la orden de traslado debe atenderse a las consecuencias que él puede producir para la salud del funcionario; y c) en circunstancias muy especiales la administración debe consultar también los efectos que la reubicación del funcionario puede tener sobre el entorno del mismo”.

De manera que, si bien el traslado geográfico o locativo es parte de la facultad que tiene la entidad pública de variar algunos aspectos de la prestación del servicio por parte del trabajador, ella debe ser ejercida consultando las necesidades reales que plantea la misión institucional a cargo del empleador público, y bajo el entendido de que ese traslado no puede significar ni el desmejoramiento de las condiciones laborales del servidor ni tampoco la afectación de sus derechos y garantías fundamentales.”
Del caso concreto. 

Materia de decisión para esta Colegiatura la constituye la pretensión del accionante en el sentido de ordenar que a través de este mecanismo especial se deje sin efectos el acto administrativo por medio del cual la Vicefiscal General de la Nación decidió trasladarlo de su lugar de trabajo hacia el municipio de San Gil, Santander.
A pesar de lo anterior, lo dicho hasta ahora es suficiente para llevar a concluir que la accionada actuó conforme a las facultades con que legalmente cuenta, como inicialmente se explicó, y teniendo en cuenta que el señor Abelardo Campos Pinzón se encuentra vinculado a la institución como parte de una planta de personal global y flexible, donde la estabilidad territorial para la prestación del servicio por parte de los trabajadores es menor, y además los empleados saben desde que ingresan a prestarle sus servicios en ese tipo de entidades, que en el transcurso de su vida laboral podrán ser trasladados en diversas oportunidades por necesidad del servicio. Encuentra la Colegiatura que la resolución por medio de la cual se ordenó su traslado se encuentra ajustada a las normas legales y que la misma fue sustentada invocando las necesidades del servicio, y con base en la normatividad vigente.   
Cabe resaltar además que en esta instancia no se vislumbra que la actuación llevada a cabo por la accionada atente de forma grave e inminente contra los derechos fundamentales del accionante o su familia, o que con tal decisión se les pueda causar un perjuicio irremediable, pues no se evidencia que la misma se haya proferido de forma arbitraria, tampoco se ha demostrado que constituya un riesgo para su integridad, ni se han identificado las razones que tornen en inllevable su traslado, puesto que aunque su esposa padece actualmente una patología, el asunto del traslado no tiene relación alguna con la prestación del servicio a la salud, pues es claro que al conservar un vínculo laboral con la entidad, conserva su afiliación al Sistema General de Seguridad Social, y sin mayor dificultad, su familia puede seguir acreditando su calidad de beneficiarios de él, aquí o allá; y en lo referente al tema académico, tampoco se evidencia que esto constituya una carga inllevable para él, pues tiene la posibilidad de realizar el trámite pertinente ante la entidad bancaria para efectos de modificar los efectos del crédito, o ante la universidad para solicitar su traslado de sede académica. 
En este punto se considera válido traer a colación la afirmación que en este sentido ha dado la Corte Constitucional a nivel jurisprudencial: 
“(…) En lo que respecta a la afectación clara, grave y directa, generada por una decisión administrativa que amenaza bruscamente la situación del trabajador o de su núcleo familiar, la Corporación ha señalado que se presenta cuando: “(i) el traslado tenga como consecuencia necesaria la afectación de la salud del servidor público o de alguno de los miembros de su núcleo familiar, especialmente porque en la localidad de destino no existan condiciones adecuadas para brindarle el cuidado médico requerido; (ii) cuando la decisión de trasladar al trabajador es intempestiva y arbitraria y tiene como consecuencia necesaria la ruptura del núcleo familiar, siempre que no suponga simplemente una separación transitoria u originada en factores distintos al traslado o a circunstancias superables; (iii) cuando quede demostrado que el traslado pone en serio peligro la vida o la integridad personal del servidor público o de su familia. En los anteriores eventos, la Corte ha enfatizado que no toda implicación de orden familiar y económico del trabajador causada por el traslado, tiene relevancia constitucional y amerita la procedencia del amparo transitorio. Las circunstancias concretas deben revestir particular gravedad, de manera tal que sea necesario el concurso del juez constitucional para conjurar un perjuicio irremediable.”

En estas precisas condiciones, ha quedado establecido que el accionante no acreditó el cumplimiento de los requisitos jurisprudenciales para que sea a través de este mecanismo constitucional donde se resuelva su solicitud de dejar sin efectos el acto administrativo en cuestión, ello por cuanto como se dijo en párrafos anteriores, debe quedar evidenciado el riesgo de que sin la intervención del Juez Constitucional el accionante pueda sufrir un perjuicio irremediable, y de esta manera obviar el requisito de la subsidiariedad de la acción de tutela, de manera que la única alternativa que le queda al señor Campos Pinzón, si es que persiste en su inconformidad frente al pluricitado acto administrativo, es acudir a los mecanismos ordinarios de defensa previstos en la vía ordinaria, ante el Juez contencioso administrativo, pues lo que se concluye en esta instancia es que la presente acción de tutela es improcedente para los fines perseguidos por el libelista. 
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: NEGAR POR IMPROCEDENTE la tutela invocada por el señor ABELARDO CAMPOS PINZÓN; conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Ver sentencia T-109 de 2007. 


� Ver sentencia T-325 de 2010.
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